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A tres años de instaurado el nuevo Estado Plurinacional de Bolivia en cumplimiento de una Constitución que tornó ‘oficial’ lo no hegemónico y concede derechos de autonomía indígena, nos preguntamos si tan auspicioso proceso para la transformación social, política y lingüística como es el boliviano se traduce en fortalecimiento lingüístico. ¿Cómo se encaran las políticas que según la Constitución debe propiciar un Estado Plurinacional con delegación de competencias en diversos ámbitos a los pueblos indígenas? 

No es que como interesados y estudiosos de las posibilidades de política y planificación lingüística desconozcamos la relatividad de las leyes, normativas y preceptos institucionales (“de arriba hacia abajo”) y reduzcamos el valor de las acciones, percepciones y posturas de los hablantes y concernidos (“de abajo hacia arriba”). En esta oportunidad, nos concentramos en la experiencia inédita de legislar las lenguas que se ofrece en la también inédita e histórica experiencia de creación y establecimiento de Bolivia plurinacional. Es una mirada hacia la ideología lingüística de los mismos planificadores y responsables de políticas lingüísticas para entender agendas encubiertas por discursos y acciones gubernamentales del estado plurinacional. 
Palabras claves: política y planificación lingüística, lenguas indígenas, derechos de pueblos indígenas, procesos de centralización y burocratización estatales.
1. Contexto sociolingüístico
La diversidad étnica y lingüística se extiende por todo el territorio boliviano, como se puede apreciar en el mapa. 

Mapa de pueblos indígenas Bolivia
Fuente: López (2006)

Se puede distinguir en el occidente, región andina, al pueblo Aymara, al pueblo Quechua y al pueblo Uru. El pueblo Guaraní está ubicado en la región del Chaco, donde están también los pueblos Weenhayek y Tapiete. Los pueblos Chiquitano, Ayoreo y Guarayo viven en la región oriental. Los demás 27 pueblos viven en la región noreste de tierras bajas amazónicas. 
Bolivia es el país con mayor población indígena de América Latina, según el último censo del 2001. Esta tipificación como país indígena se constata  a partir de la pregunta dirigida  a la población de 15 y más años: “Se considera perteneciente a algunos de los siguientes pueblos originarios o indígenas?“. Los resultados sorprendieron a propios y a extraños.

Figura 1. Pertenencia étnica  población de 15 años y más -  Censo 2001
Fuente: Molina y Albó (2006:70)
Según este gráfico, 62% de la población de 15 años y más se declararon pertenecientes a un pueblo. Se puede ver entre los pueblos resaltados en el gráfico una extrema variación entre 30% de la población boliviana que se declara quechua y 0.9% que se autoidentifica como mojeño. 
1.1. Lealtad lingüística
Un aspecto interesante en la evolución lingüística de este país mutilingüe se puede apreciar a partir de la la tercera pregunta del censo, « ¿en qué lengua aprendió a hablar ? », aplicada a niños de cuatro años y más. De los niños de cero a cuatro años que ya hablan y de quienes se reportan datos en el censo, 75% a nivel nacional sólo habla castellano. Otro 17% sólo habla lengua indígena y 8% habla castellano y lengua indígena. Esto significa que únicamente un cuarto de los niños en esta temprana edad a nivel nacional (25%) adquirió la lengua indígena como monolingüe o es bilingüe de cuna. A todas luces hay un cambio lingüístico en proceso: En el ámbito nacional, 76% de los adultos de 65 años y más habla una lengua indígena (como monolingüe y bilingüe). Sin embargo, a partir de la respuesta a la tercer pregunta del Censo sobre “las lenguas que habla", el porcentaje nacional de bilingües es de 33%, situación que lleva a pensar que la lengua indígena también es aprendida después de la infancia, posiblemente fuera del hogar. 
Además de la dramática ruptura intergeneracional de reproducción lingüística, constatamos una amplia gama de número de hablantes por pueblo. Es así que hay en Bolivia :  
El Censo 2001 da cuenta de una amplia gama de número de hablantes por pueblo. Es así que hay en Bolivia :  

· 2 lenguas millonarias  (quechua y aimara)

· 1 lengua con más de 60 mil hablantes (guaraní) 
· 4 lenguas que cuentan entre 3 y 9 mil hablantes (chiquitano, guarayo, chimán, moxeño trinitario)

·  7 lenguas que tienen entre mil y 2 mil hablantes (yuracaré, tacana, uru, moxeño-ignaciano, movima, weenhayek, ayoreo)

· 9 lenguas que son habladas por poblaciones entre cien y mil personas (araona, cavineño, chácobo, ese ejja, itonama, leco, yuki, mosetén, sirionó)

· 8 lenguas que no llegan a tener 100 hablantes (yaminahua, moré, maropa, tapiete, machineri, cayubaba, baure, joaquiniano)

· 2 que no alcanzan a 10 hablantes (pacahuara, canichana)

· 3 lenguas sin hablantes (guarasugwe, moxeño-javeriano y moxeño-loretano)

Por informaciones de los últimos años sabemos que las dos lenguas que supuestamente contaban con menos de 10 hablantes en 2001 habrían desaparecido. Hay que recalcar que todas las lenguas indígenas en general son vulnerables, aún las andinas que superan los millones. Además, todas las lenguas indígenas de tierras bajas están en peligro, seriamente en peligro y en situación crítica, según la clasificación de UNESCO
 porque la transmisión intergeneracional en ningún caso está asegurada. 
1.2 Lengua e identidad

En contraste con la curva de disminución generacional del bilingüismo, la disminución de la autopertenencia a un pueblo indígena va de 69.5% de adultos mayores a 55.6% de jóvenes, es decir, una curva mucho menos pronunciada. Molina y Albó (2006:173), quienes hicieron este cálculo, deducen: “Si en determinadas situaciones y momentos el idioma puede ser un referente muy importante de la propia identidad étnica, cuando aquel se va perdiendo no necesariamente arrastra tras de sí a la identidad y a la conciencia de pertenencia, que entonces parece sustentarse en otros vinculos y consideraciones”. En otras palabras, se puede decir que la lengua indígena no es lo único que determina la conciencia étnica. 

Podemos preguntarnos ¿qué pretenden transmitir los pobladores al decir que hablan una lengua indígena? Un « hecho » o un « símbolo » ? En tiempos de auge de lo étnico y de condiciones socio-políticas favorables a los pueblos indígenas, podría tratarse más del deseo de hablar una lengua que de la realidad de hacerlo –de forma cotidiana. También podríamos estar ante declaraciones de « recordantes » antes que « hablantes » (Molina y Albó 2006 :148).  La autopercepción de hablantes y de la comunidad respecto a su lengua y su uso puede variar, pasar de la histórica negación e invisibilización lingüística a la tendencia de ver las lenguas ante todo como un recurso de expresión y recuperación simbólica de su identidad, que puede conllevar el “deseo de las autoridades originarias de promover la reactivacion del uso activo de este idioma” (López 2006:27).  

En los pueblos andinos se ha mantenido con fuerza la lengua hasta hoy y por tanto, ésta juega un papel importante para la identidad. La lengua define la identidad, básicamente. Pero en los pueblos de tierras bajas no ocurre lo mismo, solamente 14.3% esa población afirmó hablar la lengua propia nativa. Por tanto, saber la lengua patrimonial en estas regiones resulta menos relevante que quizás la ascendencia, costumbres o territorio de origen  para definir la pertenencia a un determinado pueblo. 
2. Marco  jurídico

Bolivia es el único país que ha refrendado en 2007 la Declaración Universal de los Derechos Indígenas. Para nuestros fines, baste mencionar lo referido a los derechos lingüísticos de esta Declaración: 
Artículo 13
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir

Nombres a sus comunidades, lugares y personas y mantenerlos.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de ese derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados.
Destacamos en cursivas que el artículo 13 denota a los pueblos indígenas como sujetos de derechos lingüísticos y protagonistas de acciones referidas a las lenguas, mientras que al Estado se le confiere el rol de protector de esos derechos. 

2.1 La Constitución

Dos años después, se proclama la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia (CPEPB), por la cual “Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, dentro del proceso integrador del país” (Art. 1). El Art. 2 establece para los pueblos indígena originario campesinos “su libre determinación en el marco de la unidad del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y la ley”. Superando el derecho de reconocimiento de su existencia y singularidad desde una perspectiva  multicultural o de “pluralidad”, como se enuncia en el Art. 1, el Art. 2 declara la llamada “refundación” de Bolivia por la cual el Estado es un conjunto de sujetos colectivos que participan autónomamente como sujetos colectivos diversos desde sus entidades territoriales consolidadas en los asuntos que atañen a su presente y futuro, como también al Estado que los congrega. Por eso es “plurinacional”.  

La oficialización de las lenguas en la CPEPB de enero 2009 es inédita en América Latina. 
La CPEPB enumera 36 lenguas indígenas:
Artículo 5. I. Son idiomas oficiales del Estado el castellano y todos los idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, que son el aymara, araona, baure, bésiro, canichana, cavineño, cayubaba, chácobo, chimán, ese ejja, guaraní, guarasuawe, guarayu, itonama, leco, machajuyai-kallawaya, machineri, maropa, mojeño-trinitario, mojeño-ignaciano, moré, mosetén, movima, pacawara, puquina, quechua, sirionó, tacana, tapiete, toromona, uru-chipaya, weenhayek, yaminawa, yuki, yuracaré y zamuco.

En relación al censo 2001
, hay cuatro nombres de lenguas añadidos: puquina y toromona, inexistentes o de existencia no comprobada; y la lengua ritual machajuyay-kallawaya, lengua secreta de los kallawayas que no es usada en funciones sociales ni intergeneracional. Se mantiene una lengua mostrada como extinta en el censo 2001, guarasugwe. Además, se desdobla el moxeño en dos lenguas (en realidad, variantes dialectales), trinitario e ignaciano. En la enumeración, hay dos cambios de nombre:ayoreo (Censo 2001) ahora  llamada zamuco, que es el nombre de la familia lingüística de la lengua ayoreo; uru (Censo 2001) ahora  llamada uru-chipaya, una variedad del uru.
En la Constitución también se norma el uso de al menos dos idiomas oficiales en la administración del gobierno plurinacional y de los gobiernos departamentales y autónomos (Art. 2.II). Además, el Art. 234 inc. 7 establece que “para acceder al desempeño de funciones públicas se requiere hablar al menos dos idiomas”. El cumplimiento de las obligaciones lingüísticas en la administración es progresivo, como se establece en un artículo transitorio final.  

Por otra parte, los Art. 30, 31 y 32 refieren a los derechos económicos, sociales, políticos y culturales de los pueblos indígenas (incluyendo al afroboliviano y a los pueblos no contactados o en aislamiento) y a su « libre determinación y territorialidad » en el marco de la unidad del Estado
.
2.2 La Ley de Educación

El segundo cuerpo jurídico referido a las lenguas es la Ley de Educación Avelino Siñani y Elizardo Pérez (LEASyEP) de diciembre 2010 que en los Art. 3, inc.8 y Art. 4 inc.4 norma que en todo el sistema educativo nacional habrá un enfoque intracultural, intercultural y plurilingüe, fijándose estrategias obligatorias de Enseñanza de lenguas como primera y segunda lengua según predominio de lengua indígena o castellano en las comunidades, políticas lingüísticas de recuperación en caso de lenguas en peligro de extinción, la enseñanza de lengua extranjera y lenguaje de señas en el Art. 7.

Tradicionalmente, la temática de lenguas es vista como asunto privativo de la política educativa y no de los diversos poderes ni instituciones de la sociedad. Cuando le pregunté a la encargada departamental de las políticas intraculturales, interculturales y plurilingües qué significa oficializar las lenguas indígenas, me contestó: “la oficialización está circunscrita concretamente al ámbito educativo. Hasta ahora, la oficialización en la constitución respalda la Ley de educación con las modalidades de enseñanza”. 
Es así que hasta ahora, solamente la LEASyEP toca el tema lingüístico como algo a atender. En la LEASyEP la oficialidad de las lenguas indígenas se plasma en el principio de territorialidad: su uso como lenguas de instrucción y objeto de enseñanza será obligatorio en la región del pueblo correspondiente o de predominio de la lengua. Después de dos años de promulgada la ley, su concreción en el sistema educativo en cuanto a la enseñanza y uso de lenguas está prevista para el primer año de primaria y el primer año de secundaria en 2013. 

Aparte de establecer el plurilingüismo como base y fin de la educación y normar la enseñanza de lengua materna, segunda lengua y lengua extranjera, esta Ley norma en el Art. 88 la creación del Instituto Plurinacional de Estudio de Lenguas y Culturas para el desarrollo de procesos de investigación lingüística y cultura. Esta entidad descentralizada del Ministerio de Educación creará institutos por cada nación o pueblo indígena “para la normalización, investigación y desarrollo de sus lenguas y culturas, los mismos que serán financiados y sostenidos por las entidades territoriales autónomas”. Los institutos serán la única instancia reconocida oficialmente por Constitución y Ley para acreditar el manejo apropiado de lengua, producirán materiales, físicos, en internet, páginas web, etc.y emprenderán acciones para salvar lenguas que están en extinción (Walter Gutiérrez comunicación personal marzo 2012). Podemos adelantar aquí algunas características que impactan en la estructura de instituto central y por pueblos normados por la Ley: el centralismo de la medida y la direccionalidad del proceso “de arriba hacia abajo”, con la característica jerarquización y normatividad propia del sistema educativo –no es casual que los institutos estén normados en la Ley de Educación. Además, como lo desarrollaremos más adelante en extenso, resalta la copia del modelo de academia propia de comunidades lingüísticas de lenguas de prestigio como el español y el francés.

2.3 La Ley General de Derechos y Políticas Lingüísticas

En tercera instancia, la Asamblea Legislativa Plurinacional promulgó la Ley General de Derechos y Políticas Lingüísticas sancionada por el Presidente Morales el 2 de agosto 2012. Tiene por objetivo reconocer, proteger, promover, difundir, desarrollar y regular los derechos lingüísticos individuales y colectivos. Busca recuperar, vitalizar, revitalizar y desarrollar los idiomas oficiales en riesgo de extinción y obliga, a los funcionarios públicos -en el lapso de 3 años-a hablar dos idiomas, castellano y originario, dependiendo la región. Contiene 6 Artículos referidos a la Administración Pública y Administración de Justicia, 4 Artículos referidos al sistema educativo nacional, 3 a los medios de comunicación, y 2 sobre los nombres y el registro de identificación. En cuanto a los derechos lingüísticos, hay un artículo sobre los derechos individuales (Art. 5) y uno sobre los derechos colectivos (Art. 6). En el plano individual, destacamos los derechos de usar la lengua en su comunidad y “otros ámbitos socioculturales”, preservar y desarrollar su idioma, a recibir explicación sobre sus deberes y derechos en su idioma en forma oral y escrita, a tener acceso a medios para aprender otra lengua. En el plano colectivo, se incluye el derecho a ser atendido en los idiomas oficiales en la administración pública y entidades privadas de servicio público de acuerdo al principio de territorialidad, a toponimia y terminología propia artística, académica, musical, espiritual en idiomas indígenas, a derechos intelectuales colectivos de producción oral y escrita de conocimientos, contar con tecnología de información en lenguas indígenas, a la “recuperación, almacenamiento y difusión de las investigaciones lingüísticas y culturales relativas a las naciones y pueblos indígena originario campesinos investigaciones propias” y al desarrollo de instituciones propias de investigación y enseñanza de lenguas y culturas.

Expresamente para el tema de política y planificación lingüística, se incluye: 
Artículo 10. (PLANIFICACIÓN LINGÜÍSTICA).

I. La planificación lingüística coadyuva al desarrollo de los idiomas oficiales, debiendo ser retroalimentada desde diversos ámbitos de la sociedad, como el sistema educativo, la administración pública, la administración de justicia, los medios de comunicación y cualquier otro sector que forme parte de la interculturalidad del Estado Plurinacional de Bolivia.
II. El sistema educativo del Estado Plurinacional de Bolivia, debe impulsar y desarrollar el estudio científico, normalización, normatización, estandarización lingüística yaplicación de los idiomas oficiales, en las diferentes instancias de la sociedad boliviana.
Es de notar que las tareas de planificación lingüística están prioritariamente encomendadas a órganos estatales, específicamente a la administración y a la educación. Es en este último ámbito en el cual se planificarán las lenguas a nivel de corpus y de estatus. 

Como se desprende del siguiente Art.11, el rol de las comunidades lingüísticas, comunidades y familias y “sociedad en su conjunto” es el de participar en las políticas relativas a las lenguas que el Estado desarrolle.
Artículo 11. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL). 

I.Las naciones y pueblos indígena originario campesinos, como parte de la sociedad civil organizada y de conformidad con la Constitución Política del Estado, tienen el derecho a participar en el diseño, planificación, ejecución y control de las políticas públicas relativas a los idiomas oficiales del Estado Plurinacional de Bolivia.

II. El Estado, con la participación activa y decisiva de la familia, la comunidad, las organizaciones indígena originaria campesinas, y la sociedad en su conjunto,  promoverán el uso y aplicación de los idiomas oficiales, en la formulación de políticas lingüísticas y culturales.
Y no es que no haya habido participación social en la construcción de esta Ley. El periódico Cambio (edición virtual del 21.7.11) informa: 
La propuesta fue generada por la CSUTCB, la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB), el Consejo Nacional de Ayllus y Marcas del Qullasuyu (Conamaq), la Confederación Sindical de Comunidades Interculturales de Bolivia (CSCIB) y la Confederación Nacional de Mujeres Campesinas Indígena Originarias de Bolivia Bartolina Sisa (CNMCIOB-BS). Además de los Consejos Educativos de Pueblos Originarios de Bolivia (Cepos), en coordinación con los ministerios de Educación, Cultura y las universidades indígenas, entre otras entidades.
Es notoria la delegación de las políticas lingüísticas a un órgano estatal, quizás producto de la creencia de que ahora gobiernan las mayorías. La delegación está en consonancia con una postura normativa que atañe menos el uso de las lenguas en la cotidianeidad y espacios familiares y comunales, sino la ortografía, la pronunciación, la creación de términos y la certificación de una competencia lingüística, tareas encomendadas a las academias.
Revisaremos, en lo que sigue, algunos aspectos que permiten ver los límites de la política lingüística entre una ideología que sustentó la “refundación” de Bolivia y la planificación lingüística real emprendida por el gobierno del Estado plurinacional.

3. Límites y contradicciones de la política y planificación lingüística en Bolivia

3.1 Lirismo y simbolismo de la oficialización de lenguas

En una conversación sostenida el 18.4.12, Walter Gutiérrez, indígena aimara expresidente del Consejo Educativo Aimara, exconstituyente y actual Director de la Unidad de política intra e intercultural y plurilingüe en el Ministerio de Educación revela aspectos de la historia del famoso Art. 5 de oficialización, en cuya elaboración participaron 55% de constituyentes autoidenficados con un pueblo originario. Como explicación de cómo se llegó a una suma tan alta de lenguas y pueblos hasta inexistentes, escuchamos que, efectivamente, se trataba de un borrador generado al calor de una reivindicación política simbólica. “La comisión política del MAS que ha redactado el artículo, son 10 constituyentes, digo 11, uno del MSM (Movimiento Sin Miedo), la diputada esposa del exalcalde. Allí se dice ‘vamos a entrar con 36 lenguas indígenas. Como nos van a observar, vamos a aceptar unos veintitantos’. Como no hubo debate, se aprobó en combo, y entró el guarasuwe, el machajuyay, el toromona, no hubo ese segundo filtro”.
Indagando sobre quiénes dieron los nombres en la comisión encargada de este artículo de la constitución, el Sr. Gutiérrez continúa: «La CIDOB
 ha propuesto ‘éstas son mis lenguas’. El constituyente de la APG
 defendió la lengua guaraní. La CIDOB propuso la diversidad de lenguas. Eso hay que reconocer. Entonces entró sin discusión, sin una previa consideración fuerte. De haberse hecho esto, te aseguro que no hubieran sido 36, hubieran sido menos». En una reunión en el Fondo Indígena en La Paz en marzo de 2010, un funcionario que se identificó como puquina (Sergio Suxo) comentó cómo horas antes del plazo de entrega del texto de la constitución, en el fragor de la redacción de este artículo, él propuso la inclusión del puquina para que se reconozca la existencia de ese pueblo y se recupere su lengua que solamente está presente ahora en toponimios.

Aparte del espíritu afirmativo aglutinante que habría en el origen del Art. 5, consideramos que es una declaración lírica vista la política lingüística que se derivaría de semejante emprendimiento como es oficializar 36 lenguas con las características sociolingüísticas de Bolivia mencionadas más arriba. 
Oficializar lenguas inexistentes, extintas e históricas junto con otras de amplia difusión así como muchas altamente vulnerables (en situación crítica y seriamente en peligro) es relativizar o poner en segundo plano el más importante sentido (político) y la potencialidad de las lenguas indígenas:  ser vivas,  existir en tanto son usadas. Si son lenguas vivas y usadas, son lenguas habladas, saboreadas, experimentadas y en constante transformación. Como patrimonio cultural vivo, prevalece la dinámica del uso, de lo que se transmite con el habla real y actual. Esta perspectiva marca un cambio rotundo no solamente respecto a qué importa de las lenguas indígenas, su valiosa existencia puesta en evidencia cotidianamente desde la perspectiva de la agencia de los hablantes. En este paradigma, no es el estatus de las lenguas, ni mucho menos su sistema u escritura-ortografía-gramática-vocabulario (el llamado corpus de una lengua) los que cuentan. Es el estatus de los hablantes sobre el que importa incidir.
Salta a la vista que el Artículo 5 es un artículo maximalista que en su redacción ambigua equipara pueblos con lenguas – y esto no solamente queda en el texto escrito, ha entrado en el discurso oral. Es así que en la conversación mencionada, el interlocutor también equipara pueblos con lenguas: “Los pueblos indígena originarios, los 36, demandaron sus derechos lingüísticos, los 36 pueblos indígena originarios supuestamente han llegado a demandar las 36 lenguas indígenas, pero dada la situación, algunos no tenían trabajado el tema”. La ecuación pueblo igual lengua ha generado la creación de un imaginario de diversidad lingüística que, vistas las cifras del cuadro y entendiendo cómo se expresan en las respuestas al censo los deseos de hablar antes que el hecho de hablar la lengua ancestral, probablemente no se sostiene. Como se ha visto en el contexto sociolingüístico, el peso de las lenguas en la identidad étnica es variable, tendiendo a ser relativo en pueblos de tierras bajas.

Por otra parte, esta etnogénesis de pueblos sigue dándose. Así, el Consejo Nacional de Ayllus y Markas Qollasuyu sugirió al menos 13 menciones de ayllus o naciones originarias aimaras o quechuizadas de occidente (tierras altas o región andina) en la lista de  pueblos a la pregunta sobre pertenencia étnica en el censo de 2013. 
Por último, la misma Constitución da en el Art. 30, II, 9 como derecho a los pueblos indígenas “A que sus saberes y conocimientos tradicionales, su medicina tradicional, sus idiomas, sus rituales y sus símbolos y vestimentas sean valorados, respetados y promocionados”, lo cual nos lleva al tema de lenguas nacionales. Si se trata de otorgar un estatus legal a las lenguas indígenas, es menester distinguir entre nacional y oficial, la primera de connotación étnica y la segunda de connotación funcional. En el último caso, se alcanza la paridad o igualdad con castellano, objetivo absolutamente imposible de lograr si se recuerda la situación sociolingüística de las lenguas esbozada en 1.1. Hay ejemplos que muestran que las lenguas oficializadas indígenas son usadas como lenguas nacionales como marca de etnicidad en situaciones de interculturalidad.
Decía una funcionaria yuracaré delegada departamental de la Unidad de política intracultural, intercultural y plurilingüe de Cochabamba:
Oficializar es simbólico en la constitución. Para mí, es oficializarlo en diferentes ámbitos. Que usted pueda saludarme en lengua yuracaré. Me da orgullo escuchar a los quechuas cómo hablan en sus reuniones, en sus congresos. Así debería ser la oficialización, hablarlo donde sea que toque. En nuestro caso, hay que hablarlo a nivel departamental. (Entrevista del 26.4.12).
A mi entender, la funcionaria se refiere a las funciones de una lengua nacional cuando explica qué entiende bajo oficialización. 
Más allá de ese entendimiento de la función social de la lengua indígena, recordemos que “Si bien un cambio en el status de lenguas es necesario en una planificación lingüística, medidas emprendidas en políticas lingüísticas y educativas pueden ser tan simbólicas que terminan siendo formulismos sin contenido procedimental. Es necesario, por lo tanto, examinar la oficialización en el contexto de otras políticas relacionadas con esta medida”
 (Taylor 2005:76). El caso pacahaura
 muestra lo irrelevante -hasta contraproducente- que resulta en el fortalecimiento o mantenimiento de naciones o pueblos la política del gobierno de un estado plurinacional, evidenciando el formulismo sin contenido de la oficialización que, a su vez, refiere a la flagrante violación de la Constitución en cuanto a los derechos territoriales de los pueblos indígenas
.

3.2 Oficialización = uso en la administración pública y en la educación 

¿Qué se entiende entonces desde las instancias gubernamentales bajo oficializar? Walter Gutiérrez nos aclara: “Oficializar el uso de la lengua en el Estado plurinacional”. Dicho de esta manera, todos los ministerios están llamados a ser agentes lingüísticos en las 36 lenguas, en principio. “En el Decreto del Organo Ejecutivo, DOE, se asigna cierta responsabilidad a los ministerios pero el tema de lenguas allí no ha quedado claro, no se especifican los ámbitos”. Habría una ambigüedad en las responsabilidades de los ministerios y por ser la lengua parte de cultura, la responsabilidad habría caído tácitamente en el ministerio de cultura. Sin embargo, según Gutiérrez, en ausencia de acciones del Ministerio de Cultura, “el Ministerio de Educación, responsable de desarrollar la lengua en y para el sistema educativo, asumió el proyecto de ley de derechos y políticas lingüísticas. Cuando decimos oficializar nosotros entendemos que la lengua se usa en la gestión pública y gestión privada de manera normalizada”.

En cuanto ‘la lengua se usa en la gestión pública’, nuestro interlocutor (ibid) dice: “estamos desarrollando con la Escuela de Gestión Pública los talleres, capacitación en lengua para todos los funcionarios de ministerios debajo del rango de directores.  Allí hemos visto la diversidad: hay algunos que saben hablar y no saben escribir lengua indígena, otros que son monolingües castellano”. Las lenguas que se ofrecen en la Escuela de Gestión Pública con sede en La Paz y que atiende a funcionarios de los ministerios (nivel central) son las tres de mayor cantidad de hablantes y que ya fueron favorecidas, por así decirlo, en la Reforma Educativa: quechua, aimara y guaraní. Es impensable que las 36 lenguas oficializadas sean enseñadas en la Escuela de Gestión Pública para su uso en la administración. 

Pero aún las 3 lenguas mayoritarias son discriminadas ahora como antes por la administración, como nos ejemplifica el testimonio de una facilitadora del Programa de Formación Complementaria de Maestras y Maestros PROFOCOM
: 

Estuve de facilitadora del PROFOCOM en Chimoré, por iniciativa propia, promoví el uso de la lengua aymara con los que hablan aymara y quechua con los quechuas, me salió interesante, hice que hablen en contexto académico el idioma originario, (tengo video). También promoví que escribieran en algunos casos el idioma originario. Además planifique en idioma originario, hasta ahí todo bien, el Coordinador no decía nada ni ponía resistencia. Hasta que, cuando hice mi informe en idioma originario, me pase horas y horas escribiendo, buscando diccionarios, internet para escribirlo como corresponde. Voy y lo presento, me reciben y pasado unos días me llaman y: « ¡esto no va, quién va a entender! » Di mi batallita pero « ¡cómo, no,no,no esto no va para cosas legales! » Cuando le conté a una compañera facilitadora, me dijo « a ver, ¿si esto le dan a un quechua? Crees que va a entender tu informe ? o sea cómo crees ! ¡Sí! yo sé que tu intención es buena, pero los de arriba no entienden…y es hacerse problema nomás».
Y en cuanto a  ‘de manera normalizada’, Gutiérrez (ibid) aclara: “Nosotros necesitamos que de una vez las lenguas oficiales se encaminen al camino de la normalización.  Esto es referido al uso en el sistema educativo para lograr que la lengua como instrumento de comunicación familiar-doméstico también sirva para transmitir conocimientos y traducir conocimientos en un ámbito formal”. Pero, además, la intención es que la lengua genere conocimientos en la educación, es decir, se alcance una educación intracultural: “ya no es solamente para traducir conocimientos, sino para pensar y producir conocimientos en la propia lengua, le estás dando otra dimensión mayor. Puedes crear poesía en lengua indígena”. Es válida la demanda de uso instrumental y de objeto de estudio y desarrollo de la lengua indígena en la escuela, está en consonancia con la Declaración Universal de los Derechos Indígenas:
Artículo 14
1. Los pueblos indígenas tienenderecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.
2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen derecho a todos los niveles y formas de educación del Estado sin discriminación.
3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma
.
Sin embargo, la concreción de Art. 14, 1 es utópica por cuanto la LEASyEP actualmente en vigencia homogeiniza la formación de maestras y maestros que podría desarrollar esta educación indígena propia y la coloca bajo la “exclusividad” del Ministerio de Educación, en franca contradicción con la legislación internacional de dicha Declaración Universal de los Derechos Indígenas: “Artículo 36. Las Escuelas Superiores de Formación de Maestras y Maestros son las únicas instituciones autorizadas para ofertar y desarrollar programas académicos de formación de maestras y maestros”.
Además, da la exclusividad laboral y académica a los maestros así formados:
Artículo 37. 

La inserción laboral de las y los egresados de las Escuelas Superiores de Formación de Maestras y Maestros está garantizada por el Estado Plurinacional, de acuerdo a las necesidades de docencia del Sistema Educativo Plurinacional y conforme a la normativa vigente.

Artículo 38. El Ministerio de Educación otorgará el Título de Maestro con grado de Licenciatura y su respectivo reconocimiento en el Escalafón del Magisterio. El Escalafón reconoce a los profesionales formados en las Escuelas Superiores de Formación de Maestras y Maestros en concordancia al Artículo 2 de la presente Ley.
	

	


La participación social en el sistema de educación público está prevista en el Artículo 105° de la Ley en tanto ratifica a los Consejos Educativos de Pueblos Originarios y Organizaciones Sociales solamente en su rol de participar en la formulación de políticas educativas, « velando por la adecuada implementación y aplicación de la educación intracultural, intercultural y plurilingüe desde la planificación hasta la evaluación ». La misma Constitución solamente otorga en el Art. 304, III, 2 a las autonomías indígena originario campesino (y a cualquier otro nivel de autonomía) la competencia concurrente sobre educación, es decir, las facultades reglamentaria y ejecutiva, no la legislativa.

Confirmando que es la educación el ámbito de concreción de la oficialidad de lenguas, la técnica quechua encargada de la Unidad departamental de política intra e intercultural y plurilingüe expresa: “La oficialización (de las lenguas) hasta ahora respalda la Ley con las modalidades de enseñanza; está circunscrita concretamente al ámbito educativo”.

De un comentario minúsculo de una asesora de un Consejo Educativo se desprende cuán difícil es imaginar la adhesión del maestro a un plurilingüismo en la educación: “Si ya están las normas, la ley 070, el Decreto 269 y bueno, ahora queda hacer realidad, trabajar para que se cumpla y eso tambien pasa por ganar a la gente a nuestro favor, a favor de la revitalizacion de la lengua. No es fácil con los docentes, pero si se les habla con ánimo, con cariño, ellos estan dispuestos a trabajar”.

El protagonismo de los pueblos indígenas en una Ley de Educación que tiene como actores claves al magisterio homogeneizado y que instala un sistema educativo centralizado alejado de la noción de plurinacionalidad queda relegado a algo nominal. 

3.3 El énfasis en la norma – ¿equiparar las lenguas indígenas con el castellano?

 “En castellano nos imponen: ‘hablar’ se escribe con hache y punto. En cambio, a nosotros (los indígenas, originarios y campesinos) nadie nos dice: ‘janiwa’ se escribe con jota o con equis. Es hora de empezar a darle identidad a nuestra lengua”. Así entiende Licarión Soto Mamani, el secretario de Educación y Cultura y presidente de la Comisión Social de la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), la importancia de contar con una Ley de derechos lingüísticos. 

Como lo expresa la encargada de la Unidad Departamental de Políticas Intraculturales, interculturales y plurilingües, “la academia se crea para jerarquizar, para que haya igual jerarquía con el castellano que tiene su academia”. Oficializar es, en este 3er sentido, la paridad o igualdad con el castellano, tanto a nivel de estatus como en la práctica o el énfasis en la norma a nivel de corpus. En aras de equiparar el prestigio de las lenguas indígenas con el castellano, la planificación lingüística que emprende el Estado es una pseudo planificación de estatus dirigida a incidir en el nivel de corpus dejando afuera por omisión la planificación de adquisición. Desconoce las características propias de las lenguas indígenas, que las hacen especiales en todo el mundo: su existencia precaria o alta vulnerabilidad, la condición de oralidad histórica en la cual se desenvuelven, que les imprime características lingüísticas, textuales y sociolingüísticas específicas, como ser, por ejemplo, la variabilidad lingüística, la reproducción lingüística vía transmisión de historias, mitos, cuentos y textos orales de autoría popular, la existencia de lenguajes visuales textiles, de cerámica. Estos rasgos de oralidad diferencian las lenguas indígenas de lenguas con tradición escrita centenaria que han pasado por procesos de estandarización para volverlas lenguas de administración del Estado. La perspectiva asumida es la del Estado que controla y fiscaliza, instituciones dependientes del Estado encargadas de planificar las lenguas con énfasis en el corpus. La participación social acompañaría al Estado en su tarea. La planificación lingüística (Art. 10,1) es “retroalimentada desde diversos ámbitos de la sociedad, como el sistema educativo, la administración pública, la administración de justicia, los medios de comunicación y cualquier otro sector que forme parte de la interculturalidad del Estado Plurinacional de Bolivia”. Es decir, no están contemplados los usuarios como planificadores lingüísticos. 

Al revisar la Ley de derechos lingüísticos, se percibe más la importancia dada a la obligatoriedad que a la promoción, más penalización que estímulo. No se trata de propiciar militancias, lealtades, adhesiones e impulsos para que los pueblos asuman la tarea del tratamiento de sus lenguas y sus usos. Si bien se prevé academias por pueblos en las regiones, “in situ” las llama W. Gutiérrez, su misión y acción no suenan a provocar movimientos de base. Nos comentó la Asesora de un  Consejo Educativo: 
Ya empezó a funcionar el Instituto Plurinacional de Estudios de Lengua y Cultura con sede en Santa Cruz y los Institutos por pueblo. Estos Institutos por pueblo y el mismo IPELC trabajarán por este año con dinero de la cooperacion internacional. Los items son designados por el Ministerio de Educacion y los técnicos son diversos, en su formacion en tierras altas hasta con maestria y en tierras bajas solo con bachillerato y eso por ahora es una limitante. Cada pueblo tiene al menos 4 técnicos que están trabajando por su pueblo, por ahora ya hay institutos en aquellos pueblos que tienen su CEPO
. Por ahora, estos técnicos están haciendo junto a los CEPOs un trabajo orientado a la revitalizacion de la lengua, tomando en cuanta la familia, la comunidad y tambien el ámbito escolar. Cada pueblo está viendo a partir de su ILC cómo fortalecer su lengua. 

No podemos dejar de destacar la consecuente burocratización en la implementación de la planificación lingüística al duplicarse la función de los Consejos Educativos de Pueblos Originarios con los Institutos de Lengua y Cultura y entender la labor de los Institutos como “lo que hacen los técnicos”. A la fecha, hay 108 funcionarios IPELC nombrados por el Sr. Ministro que esperan asignación presupuestaria. También llama la atención la equiparación de instituto con pueblo y la ligereza con la que se desconoce la intervención de arriba hacia abajo que luego es presentada como un proceso de base. 
4. Conclusión

Hemos dado un pantallazo a la diversidad étnica y lingüística en Bolivia, en el cual destacan la mayoría indígena, la variada lealtad lingüística de los pueblos mayoritarios y minoritarios, la vulnerabilidad de sus lenguas y la separación conceptual necesaria entre ‘pueblos’ y ‘lenguas’. 

Al revisar las leyes que permiten ver cómo se encarará la planificación lingüística en respuesta a la política de oficialización de 36 lenguas muy diversas en su presencia y difusión, nos parece que se obvian o pasan por alto, en el calor del lirismo de reconocimiento, hechos concretos relativos a la diversidad étnica y lingüística. También se revelan contradicciones flagrantes cuando, en vez de reconocer la unicidad y característica intrínseca de las lenguas indígenas, se las equipara o busca equiparar con la lengua hegemónica, de prestigio y tradición escrita. Tener como parámetro de planificación lingüística de lenguas indígenas vulnerables y en peligro la normatividad propia de una lengua estandarizada  como es el castellano lleva a poner la atención en el sistema, en la forma antes que en la función. A esto contribuye en gran medida también el rol preponderante del sistema educativo unitario en la planificación lingüística.

Lejos de encontrarse políticas que respondan a la plurinacionalidad, se observa que el Estado aplica su propia lógica homogeinizadora y centralista a las demandas que satisface,  estableciéndose medidas de obligatoriedad, control y fiscalización antes que estímulo de transmisión, uso y difusión en los propios espacios familiares, comunitarios y organizacionales. En vez de promocionar acciones o agencia de las comunidades de hablantes con medidas participativas, el Estado asume el rol protagónico en una perspectiva “desde arriba”. La delegación de tareas de planificación lingüística al Estado fijada por ley y propiciada por los propios representantes de organizaciones indígenas y sociales está en consonancia con una planificación lingüística que tiene como objetivo las lenguas y no las comunidades de habla. 
Sin embargo, si las lenguas indígenas son vivas,  son lenguas usadas. Si son lenguas vivas y usadas, son lenguas habladas, saboreadas, experimentadas y en constante transformación. Como patrimonio cultural vivo, prevalece la dinámica del uso, de lo que se transmite con el habla real y actual. Esta perspectiva marca un cambio rotundo no solamente respecto a qué importa de las lenguas indígenas, su valioso sistema o su más valiosa existencia puesta en evidencia cotidianamente por sus hablantes, sino va de la mano con la perspectiva de la agencia del hablante. En este paradigma, no es el estatus de las lenguas, ni mucho menos el corpus si no el estatus de los hablantes sobre el que importa incidir.

Es así que la decisión política de mantener viva una lengua tiene que ser compartida,  no basta el Estado. Y no basta de ninguna manera la escuela estatal que, por varios y complejos motivos, no es el lugar que pueda provocar un "retorno de la lengua indígena" (Sichra 2005). Uno de los motivos es que la escuela no ha contemplado la transmisión, adquisición y aprendizaje de las

lenguas indígenas y focaliza su atención, si acaso, en la norma y funcionalidad en un espacio formal, obviando los espacios familiares, comunitarios de reproducción lingüística. Y es en primera instancia, en realidad, la decisión de los hablantes la que cuenta. Son los hablantes los que, con su determinación de mantener la lengua, de ampliar sus usos y, sobre todo, de transmitir la lengua a sus hijos y a sus nietos, deciden sobre el futuro de su lengua. El Estado propiciará la funcionalidad, brindará estímulo, herramientas y financiamiento para el estudio, la difusión, la enseñanza de la lengua indígena como primera lengua y como segunda lengua, pero no puede imponer una política si los “beneficiarios”, los mismos hablantes, no adoptan una postura proactiva, demandante y participativa en este asunto. Antes que nada,  más allá del mero discurso ideológico, es decisiva una política socioeconómica consecuente y en los hechos que fortalezca las condiciones de reproducción y control cultural de los pueblos a partir del respeto de su autodeterminación y los derechos colectivos que los sustentan.
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1En peligro : los niños ya no la aprenden en sus familias como lengua materna 


 Seriamente en peligro : sólo los abuelos y las personas de las viejas generaciones hablan la lengua. Los miembros de la generación parental, si bien pueden comprenderla, no la hablan entre sí, ni tampoco con sus hijos.                  En situación crítica : los únicos hablantes son los abuelos y las personas de las viejas generaciones, pero sólo usan la lengua parcialmente y con escasa frecuencia. Los miembro de la  generación parental, si bien pueden comprenderla, 


2La cifra de 36 pueblos se mantiene en la constitución pero no son los mismos que los registrados en el Censo 2001: en el censo habían 4 pueblos moxeños, en la Constitución 2; el joaquiniano (conglomerado étnico) desaparece en la Constitución. Se añaden toromona, kallawaya y puquina.


� El Ministerio de Justicia prepara el proyecto de ley de Protección a Naciones y Pueblos Indígena Originarios en Peligro de Extinción, en situación de Aislamiento Voluntario y no Contactados para al menos 15 pueblos (40% de pueblos constitucionalmente reconocidos) que „están fuera del acceso de la civilización, que están en extinción porque poco a poco algunas comunidades están desapareciendo, son cada vez más pocos, carecen de tierra y necesitan la protección del Estado“, según información proporcionada por la Viceministra de Justicia Indígena Campesina (Diario Los Tiempos 7.6.13). Entre los que „están desapareciendo“ por razones de integración o contacto se enumeran al pueblo Yuki, Yaminahua, Machineri, Araona, Moré, Tapieté, Chimán, Sirionó, Baure, Guarasug’we, Cavineño y Uru. Entre los de „aislamiento voluntario“ a tres pueblos, Ayoreo, Pacahuara y Ese Ejja. Entre los „pueblos no contactados“ el Toromona y partes de lps pueblos Ayoreo y Yuki. Surge la duda cómo será la protección estatal ante la normativa constitucional de la „libre determinación y territorialidad“. Son pueblos que, según el Censo 2001, abarcan más de mil personas (4), entre cien y mil personas (2),  menos de cien personas (9). Con dos excepciones, son todos amazónicos


4Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia


5Asamblea del Pueblo Guaraní


6“While a change in status is a necessary parallel to reform implementation, reforms in language and in educational policies can be so symbolic that they easily run the risk of tokenism. It is essential, therefore, to examine language officialization in the context of other reform-related policies”. (Traducción I.S)


7A mediados de la década de los setenta, durante la dictadura militar del general Banzer, la familia de Bose Yacu, últimos pacahuaras, fue “relocalizada” del extremo noreste de la provincia Federico Román de Pando hacia aldeas chácobas situada en la provincia Vaca Diez del Beni, dejando vía libre a avasalladores bolivianos, brasileños y norteamericanos que terminaron apropiándose del territorio Pacahuara para la extracción intensiva de madera, oro y castaña, entre otras riquezas.  En octubre del 2009, Bose Yacu volvió a aparecer en la escena pública junto con su esposo-primo-hermano Buca Yacu (los Pacahuara eran una etnia endogámica) con la manifiesta pretensión de retornar a su bosque originario de Pando, donde —a diferencia de su refugio en Puerto Tujuré (Beni) que restringe su movilidad a una simple parcela agraria— volverían a las prácticas nómadas de su cultura selvática originaria. La Central Indígena de Pueblos Originarios de la Amazonía de Pando (CIPOAP) inició un proceso judicial contra las autoridades del gobierno para restituir a los Pacahuara su bosque originario en la provincia pandina. La resolución del juez el mismo mes de octubre de 2009 rechaza la demanda de los Pacahuara para retornar a su territorio original del Río Negro, aludiendo que “No se ha demostrado que las etnias que están asentadas en el territorio indicado, como son Tacana La Selva o Pacahuara, estén reconocidos por el Estado o que hayan nacido a la vida jurídica a través de una OTB o una Resolución Prefectural”. En otras palabras, los Pacahuara fueron declarados ilegales debido a la imposibilidad de cumplir con los requisitos burocráticos para que su existencia les fuera reconocida. El fallo fue favorable al Gobierno y la empresa maderera que se benefició con el saneamiento de una concesión forestal en el antiguo territorio Pacahuara. Bosé Yacu, la última pacahuara-hablante murió el año pasado. No solo desapareció una lengua y una cultura. Se hizo demasiado evidente cómo la territorialidad es un fundamento constitutivo para la pervivencia de la identidad étnica y cómo, contradiciendo toda noción de refundación plurinacional alrededor de los pueblos indígenas, éstos son avasallados como antes por el actual gobierno a través de medidas jurídicas reñidas con el estado plurinacional (fuente Wilson García Mérida, Diario Sol de Pando, marzo 2013). 





8El caso de la proyectada carretera por el TIPNIS y la escandalosa política de intervención en la autodeterminación de los pueblos afectados (moxeño, trinitario, yuracaré y chimán) habla por sí mismo.


9Es la modalidad semi-presencial de formación en servicio creada por el Ministerio de Educación para capacitar a los maestros en la aplicación curricular y en el diseño de las materias del Currículo Nacional Base. 


10Cursivas de la autora


11A la fecha, existen 11 CEPOs 
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